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rúbrica, mediante la cual se suscribe la diligencia; el espacio reservado
para consignar el extremo relativo a la ausencia del interesado, aparece
en blanco. aunque tal omisión· podría entenderse corregida por la
posterior consignación de que las copias fueron entregadas a un vecino
(pudiendo sobreentenderse que el destinatario no fue hallado); a
continuación se expresan el nombre y dos apellidos de la persona
-vecino- al cual fue entregada la cédula, pero sin hacer constar las señas
de la misma, ni la obligación que tiene de hacerla llegar al interesado y
la sanción que corresponde a su incumplimiento; finalmente, no se
expresa la hora en que fue verificada la comunicación.

Del examen de la diligencia resulta, pues, Que se ¡ncunió en varias
omisiones esenciales a los efectos que nos ocupan. Así lo son la falta de
identificación correcta del actuario, la no consignación concreta de la
ausencia del destinatario, máxime cuando se trataba en este caso de una
empresa que, según posteriormente revelaron las subsiguientes actuacio·
oes, tenia su domicilio en tales señas, sin que no obstante se hiciese
constar la hora en que se practicó la diligencia o cualquier otro dato que

.documentase que ésta se encontraba cerrada, o Que ninguno de sus
dependientes, trabajadores o representantes .,.a los que conforme el
art. 268 de la L.E.C., debió acudirse primero para practicar la dili~o­

cia- quisiera hacerse cargo de la comunicación. Tampoco se identIfica
suficientemente a la persona a la que se hace la entrega de las copias y
con la Que, en definiuva, se entendió el emplazamiento, pues la ley exige·
que además de sus datos personales, se trate del vecino más próximo y
se hagan constar en )a diligencia la relación que mantiene con .el
destinatario, circunstancia que, en este. supuesto, se concretaba en la
reseña de su domicilio a efectos de apreciar la proximidad al. de la
entidad demandada. Por último, se omite toda referencia a las obligacio­
nes del receptor para con el interesado en orden a la entrega de las copias
y las sanciones Que conlleva el incumplimiento de tal obligación de
entrega.

Todo eHo, determina Que haya de entenderse conculcado el derecho
que consagra el art. 24 de la Constitución por un acto de comunicación
procesal Que, como el presente y según se ha expuesto, no cumple los
requisitos y exigencias mínimas establecidas por el legislador para
garantizar su real conocimiento por el interesado y asegurar por tanto al
mismo la noticia del proceso .pendiente y su derecho a intervenir en
a9.uél. El emplazamiento realizado en este caso, tal como, aparece .
diligenciado en auto~ ni garantiza el conocimiento efectivo por el
destinatario de la comunicación procesal. ni aun siquiera permite
.asegurar Que la persona con la que' se practicó fuese la que señala la
norma ,procesal, y que ésta conociese su obligación de hacerlo llegar al
interesado. Todo ello prOdujo efectiva y real indefensión a la parte allí
demandada y hoy recurrente, pues la tardía comparecencia en el juicio
debida a 18 Incorrecta formulación del emplazamiento, la privó de un
trámite tan esencial para la igualdad de annas en el proceso como es el
de contestación a la .demanda con todas las .'posibilidades a ella
inherentes para la defensa de su derecho.

5. A·la anterior consideración no suponen obstáculo alguno las
alegaciones que la parte contraria ha efectuado en este proceso constitu~
cional, acerca de las facultades ulteriores de que pudo hacer uso la
entidad recurrente, que se concretaban en la alegación de cuanto tuviese
por conveniente en la seSUnda instancia o en la proposición de prueba
en la misma, conforme dispone el arto 767 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil. Este Tribunal ya ha señalado anterionnente (fundamento jurídico
3.0 STC 22/1987) que «-.. las garantías constitucionales del proceso son
exigibles en todas y cada' una de las· fases del mismo, porque tener
derecho a una doble instancia supone tener derecho a ser oído y poder
defenderse en ambas». Y verse privado de hacerlo en una, acarrea. la
privación de una posibilidad legalmente ofrecida, que es precisamente la
de 'pOder defenderse ante dos Tribunales distintos. A ello ha de añadirse

Sala Primera. Sentencia 196/1990, de 29 de noviembre.
Ret:Urso de amparo.641/1988. Contra Sentencia de la Sala
Quinta del Tribunal Supremo y contra .diversos autos del
mismo 6rgano judicial. .Supuesta vulneración de la tutela
judicial ejectiva.; infr~cción p':OCesalno lesiva al derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, PreSidente, don Fernando García-Mon -y
González-Regueral, don Jesús Leguina Villa, don Luis López Guerra y
don José Vicente Gimeno Sendra, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 64J/88, interpuesto por·la PrOcura­
dora de los Tribunales doña Ana María Ruiz de Velasco del Valle, en

en este supuestO, que la posibilidad de petición de· prueba o incluSo de
alegación e intervención que regulan los arts. 766 Y767 de.la L.E.C. ,oon
relaclQn a las SltuaClones de rebeldía procesal según la fase del 'proceso
en que comparezca el rebelde, deben entenderse asentadas en la previa
corrección de la ~eclaración judicial de rebeld1a,·nosiendo trasladables
a aquellos supuestos en los Que tal condieión procesal respecto de uno
de los litigantes no obedece a su voluntaria incomparecencia inicial en
el proceso, sino a un llamamiento judicial del que no se. tuvo
conocimiento real y efectivo: porque si aquella institución se aplica sin
atender a la anterior consideración'y desvinculada de su presupuesto
esencial, se desvirtúa su naturaleza esencial y ello implica no sólo una
defectuosa interpretación de la legalidad procesal, sino también la
privación del fundamental·derecho de defensa ~intervención, 'alegación
y contradicción en la causa~ sin que exista justif1C8Ción .alguna .que
pueda razonablemente motivar tal limitación de' ese derechó esencial.

La estimación del recurso d~ amparo en virtud'de lo expuesto, hace
innecesario el examen y resolución {?Or este Tribunal de' la tercera y
última causa de vulneración ·consutucional <"alegada por la ,aetora
:-insuficiente motivación de las· resoluciones judiciales· dictadas· en el
proceso-, al tiempo que de'tennina' el contenido del fallo de )a prt5ente
resolución; que ..nol)Odrá '5eroti'o;·de eonfomtidad 'con .10 dispuesto en
el art. 55 de la L01'C,.que la deelaración de nulidad de todo lo ac\úado
en' el juicio declarativo ordinario de meoor cuantía,· desde la diJilencia
de emplazamiento de la entidad recurrente en amparo, .el reconbci­
miento del derecho a obtener tutela judicial efectiva sin indeTen1ión
vulnerado por aquella actuación judicial, .Y la retroacción de las
actuaciones judiciales al momento procesal inmediatamente anterior al
de cometerse dicha lesión constitucional a fin de que· por 'el órg¡ino
judicial de instancia se efectúe nuevamente dicho ,acto de comunicaCión
procesal con observancia del derecho fundamental inicialmente lesio-
n~~ .

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR. LA

AUTORIDAD QUE. LE CONFIERE LA CoNSTJTUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA .

; '& de<;idi~~/ .•.•/. l _ .... , .', _ .,;. :·1

OtOlillr el a;,;¡,arosoHcitado" pOr li. !'llticJad aNovelty, Sociedad
Anónima», y, e!l'consecuen~.~, ',.~,': e,'/, ~ ..,~,:. ','.7'"':: .,.~'~', .,-~':

-. 1.0 Declarar la nulidad de Iá'Sentenc;;" ele 21 de diciem"bre dé 1987
dietada por la Audiencia Territorial de Madriden el rollo de apelación
núm. 872/1985, de la Sentencia de·6 de noviembre de L985 del Juz¡¡ado
de Primera Instancia núm;·J8,de los de Madrid,'dietada en 10$ autos de
juicio de. menor cuantla. numo 297/1985, y .<letodas las actuaciones
practicadas y resoluciones ,=caídas en ,el mencionado- proceso desde. la
diligencia de emplazamiento· de 18 entidad 'rccurrente~

2.u Reconocer a la recurrente el dereCho Ém ·el Que.se le restablece,
de ser debidamente emplazada en_'el referido 'proceso a efectos de que·
pueda comparecer en el mismo en su cQndición de demandada, y pueda
formalizar su escrito de contestación a la' demanda.

3.0 Retrotraer las actuaciones al momento 'inmediatamente ·ante-
rior al del citado emplazamiento: '

Publíquese esta sentencia eri el «Boletín. OficlaFdel' Esta90».

Dada en Madrid, aveintinuev'f: de noviembre de mil novecientos
noventa.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral.-Jesús Leauina ViJla-Luis López Guerra:-Vicente Gimeno
Sendra.-Firmado y ruóriCado. .... . ... ,; .. .

nombre y representación de. don FrancillÓoJavi« Olaverri Z8zpe,
asistido dell.etnldo don Javier Hern4ndez Manrique, eontra la Senten·
cia de la Sala Quinta del Tribunal Supremo, de 9 de junio de 1987, y
contra los Autos de la mismasaIade 2t de noviembre <le 1987, y25de
febrero de 1988. Han coml"'l"Ccido el Ministerio Fiscal y el Gobierno
Vasco,representado ~teúJ~o,~r el Procurador de los Trib1;H18les don
Eduardo Morales Price y aS15l1do por el l.etnIdo don' JaVIer Otaola
Bajeneta. Ha sido Ponente el Magistrado don Jesús Leguina Villa, quien
expresa el parecer de la Sala.' .

l. .ADle<edeates

1. Doña Ana Maria Ruiz de V~lasco del Valle, .en nombre y
representación de don Francisca- Olaveni Z8zpe. por escrito que tuvo
entrada en este TnlJunal el 8 de abril de 1988'- Interpone. recuno de
amparo contra la Sentencia de la Sala Quinta del Tribunal Supremo de
9 de junio de 1987, Y los Autos de la misma Sala de 21 de noviémbre
del mismo año y 25 de febrero de 1988, por presunta vulneración del
arto 24.) de la Constitución.

¡' .•
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2. Los expuestos en la demanda son, en síntesis. los siguientes:
Invocando el arto 23.1 de la Constitución, el hoy solicitante de amparo
presentó recurso contencioso-administrativo, de protección jurisdiccio­
nal de los derechos fundamentales de la persona, contra la denegación
por el Gobierno Vasco de determinada infonnación que, en su condi­
ción de Diputado y por conducto reglamentario, había solicitado,
relativa a «acuerdos o resoluciones aprobatorias de prestaciones recono­
cidas en los arts. 37 Y Disposición transitoria tercera de la Ley 7/1981
o Ley del Gobierno, donde se contengan como mínimo los datos que
identifiquen al beneficiario, la cuantía de la prestación, la fecha. en que
se aprueba el pago, la partida presupuestaria que se utiliza, la explica~ón

de si el beneficiario renuncia o no a la prestación y la fundamentaCIón
que la Administración hace del pago, así como la identidad de quien ~o
autoriza. La Audiencia Territorial de Bilbao dictó Sentencia estimatona
que fue apelada por el Gobierno Vasco. La Audiencia admitió a ~~ite
el recurso y emplazó a las partes ante la Sala Tercera del Tnbunal
Supremo, verificando en tIempo el recurrente tal comparecenc4l.
Habiendo tenido noticia p'or la p~nsa de que se había dictado Sentencla
por la Sala Quinta del Tnbunal Supremo en el recurso de referencia una
vez transcurridos seis meses desde su personación ante la Sala Tercera.
interesó de la Sala Quinta que se le tuviera por parte a todos los efectos,
notificándole cuantas resoluciones se hubieran dietado, y adoptando las
medidas necesarias que en Derecho correspondieran. La Sala tuvo al
actor por personado y pane, y le notificó la Sentencia dietada, que
revocaba la de la Audiencia Territorial y declaraba la inadmisión del
recurso por falta de jurisdicción.,

Por escrito de 5 de octubre de 1987, el recurrente solicitó de la Sala
Quinta del Tribunal Supremo que se declarase la nulidad de todo lo
actuado a partir del día en que debió ser tenido por personado y parte,
basándose en que la Sentencia había sido dietada prescindiendo total~

mente de las nonnas -esenciales de procedimiento, lo que le había
causado indefensión. '

Por Auto de la Sala Quinta del Tribunal Supremo de 21 de
noviembre de 1987, se desestimó la citada petición de nulidad de
actuaciones. Recunido el Auto· en súplica, ésta fue desestimada por
nuevo Auto de 25 de febrero de 1988.

3. El problema constitucional planteado por la demanda es el de la
violación de la tutela judicial efectiva. Dicha violación procede, en
primer lugar, a juicio del demante, del pronunciamiento de la Sentencia
sin haber sido oído a pesar de haber comparecido en tiempo y. forma;
en segundo lugar, del hecho de que la Sentencia recurrida DO señale cual
es el orden ¡'urisdiccional ante el que debe pedir la ,tutela del derecho
fundamenta que, en su condición de parlamentario, le reconoce el art.
23 de la Constitución.

Por todo 10 anterior, concluye la demanda solicitando: la declaración
de nulidad de la sentencia impugnada y la de los Autos posterio~ el
reconocimiento de su derecho a la tutela judicial efectiva; la reposiCIón
de las actuaciones al momento inmediatamente posterior a la presenta~
ción por su parte del escrito de personación; y, subsidiariamente, la
repOSIción de las actuaciones al momento anterior al de dictar Sentencia
para que, en el caso de declararse incompetente el Tribunal Supremo, se
señale cuál es el orden jurisdiccional que debe conocer sobre el fondo'del
asunto.

4. la Sección Tercera de este Tribunal, por providencia de 25 de
abril de 1988, adviene a las partes de la posible concurrencia de la causa
de inadmisión prevista por el arto 50.2 b) de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional (LOTC), [50. 1 e) después de la Ley Orgánica
6/1988, de 9 de junio]: falta de contenido constitucional de la demanda.

5. Por escrito de 13 de mayo de 1988, la representación del
recurrente fonnula sus alegaciones en las que reproduce básicamenie los
razonamientos de su demanda, solicitando la admisión del recurso.

6. El Ministerio Fiscal, por escrito de 12 de mayo de 1988 fonnuta.
asimismo, sus alegaciones. En relación con la inexistencia de alegaciones
del recurrente en el proceso contenciOS<Hldministrativo, entiende que la
misma es irrelevante a tenor de lo dispuesto por el 3rt. 9 de la ley
62/1978, ya que este precepto exige la personación y presentación de
alegaciones de las partes previo emplazamiento del Tribunal a quo, sin
ordenar actuación procesal posterior. Con respecto al trámite de
audiencia previo a la declaración de incompetencia de la ¡'urisdicción,
mantiene el Fiscal que debería haber alegado al contestar a 'recurso, no
siendo, pues, aplicable el arto 9.6 de la Ley Or$ániea del Poder Judicial
(L.O.P.J.), ya que la incompetencia no se aprecIÓ de oficio. Y por lo que
concierne a la falta de tutela judicial, entiende el Fiscal que la no
contestación a la cuestión de cuál es la ¡·uriSdicción.competente debería
de haberse inoovado previamente ante e Tribunal Supremo, sin que ello
conste, incurriendo en la causa de inadmisión prevista por el art. 44.1 c) de
la LOTe.

Concluye el Ministerio Fiscal solicitando que se declare la inadmi­
sión del recurso.

7. La Sección Tercera del Tribunal, por providencia de 21 de julio
de 1988, acuerda admitir a trámite la demanda. Asimismo, ordena
requerir al Tribunal Supremo testimonio. del recurso de apelación

mimero'L261/87 seguido ante su Sala Quin~a, interesandC! el. emplaza­
miento de qUIenes fueron parte en el menCionado procedimIento.

8. Por escrito de 18 de noviembre de 1988, el Procurador de los
Tribunales don Eauardo Morales Price se persona en nombre del
Gobierno Vasco.-

Por providencia de 28 de noviembre de 1988, se tienen por recibidas
las actuaciones y se concede un plazo común de veinte días a todas las
partes personadas par.! que aleguen 10 que a su derecho convenga.

9. Por escrito que tuvo eritrada-en este Tribunal el 20 de diciembre
de 1988, el Ministerio Fiscal presenta sus alega~iones:

a) El procedimiento previo se siguió confonne a la Ley 62/1978:
recurrida la Sentencia de instancia en apelación, el apelado se persono
ante el Tribunal Supremo sin realizar alegación alguna. El art. 9 de la
mencionada Ley no prevé ningún trámite específico de alegaciones,
debiendo hacerse oír en el momento de personarse.

El actor lo único que pretende es que se le tenga por personado,
dándole traslado de las actuaciones posteriores; sin emba~o, la Ley
62/1978 no prevé actuación alguna después de la personaclón; en el
presente caso hubo dos actuaciones meramente fonnales: unaproviden­
cia teniendo por personados a apelante y al Ministerio Fiscal. v otra
señalando fecha de votación, de fallo y ponente. El desconocimÍeñto de
esas providencias no ha provocado indefensión material alguna; en ~odo

caso, el conocimiento por la Sala de su escrito de personaciót:t extra~do .
no le hubiera beneficiado en nada al actor de amparo DI le hubIera
permitido salvar omisiones. -

La audiencia reclamada por el actor no es, pues, la inexistente de
apelación, sino la que entiende que deriva del arto 9.6 de la L.O.P.J.:
declaración de falta de jurisdicción previa audiencia de las partes,
prevista también en el arto 62 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa (L.J.C.A.), ala que se remite la Ley 62/1978 (art. 6.1).
Dicha audiencia se prevé para los supuestos de declaración de falta de
jurisdicción de ofiCIO. En el presente; caso el tema se ,planteó r~ ~n
instancia y, en consecuencia, estaba Incorporado al objeto del lItigIO;
asimismo se reprodujo en el recurso de apelación, por lo que el apelado,
hoy actor de amparo, pudo contestar al personarse en la segunda
instancia. Ha sido, pues, su propia negligencia la que ha provocado la
indefensión.

b) Por 10 que respecta a la petición ·subsidiaria, reposición de
actuaciones al momento anterior a dictarse Sentencia para que se le
indique el orden jurisdiccional competente, a la vista de las actuaciones
se deduce que se invocó la vulneración al interesarse la nulidad de la
Sentencia. ,

Ahora bien, en ni~n momento se argumenta en qué ha consistido
la infracción constitucIOnal denunciada. Los arts.9.6 de la L.O.PJ. y
5.3 L.J.C.A. establecen Que la declaración de falta de jurisdicción debe
ir unida a la in(licación del orden Que se estima competente; sin embargo
la omisión de esta última indicación no supone en si misma infracción
constitucional, subsanándose, en todo caso, por el Tribunal Supremo en
el Auto que denegó la nulidad: sefialado el carácter «polítiCO» del acto,
Que estaba indicando su exclusión de revisión jurisdiccional, por lo que
mal podía detenninarse el orden jurisdiccional competente.

En el escrito presentado en el trámite de admisión se realiza un
nuevo planteamiento del asunto: no se ha contestado a la pregunta de
si un parlamentario autonómico en ejercicio de su cargo puede pedir
cierta documentación .al Ejecutivo correspondiente, y su es legítima la
negativa de éste a facilitarla. No obstante, este planteamiento no es el
que se realizó en origen: fijación de orden jurisdiccional competente. El
asunto no se ha planteado invacando la vulneración del arto 23.2 de la
Constitución sino del derecho a la tutela judicial efectiva. Desde este
punto de vista la decisión de inadmisión del Tribunal Supremo, se
comparta o no, está motivada y razonada. la invocación ahora del art.
23 de la Nonna fundamental resulta nueva y ajena, por tanto, a los
ténninos eh los Que se planteó el amparo. Por todo lo expuesto, concluye
el Fiscal solicitando que se deniege el amparo.

10. Por escrito que tuvo· entrada en este Tribunal el 21 de
diciembre de 1988, el Procurador de los Tribunales don Eduardo
Morales Price, en nombre del Gobierno Vasco, presenta sus alegaciones.
Entiende la representación del Ejecutivo vasco que el recurrente fue
debidamente emplazado al recurso· de apelación, realizando aquél un
uso deficiente de la comparecencia prevista en el art. 9 de la Ley
62/1978. Posterionnente la falta de comparecencia fue subsanada,
dándosele traslado de la Sentencia, imica actuación posible. La invoca­
ción del art. 9.6 L.O.P.J. es improcedente ya que en el presente caso no
se planteaba de oficio la falta de jurisdiCCión, sino como cuestión
suscitada en el recurso, como bjeto mismo de la litis. Tampoco cabe
admitir la pretensión subsidiaria de amparo. Lo que se discutía no era
cuál era la jurisdicción competente, sino la propia posibilidad de

. controlar jurídicamente el acto parlamentario o político de la Cámara
Vasca; no cambia, pues. la remisión a orden jurisdiccional alguno. Por
todo lo anterior, concluye la representación del Gobierno Vasco
solicitando que se desestime el amparo solicitado.

11. Por providencia de 26 de noviembre de 1990, se señala para
delit>e:ración y votación del presente recurso el día 29 siguiente.
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11. Fundamentos jnridkoo

1. Para abordar correctamente las cuestiones que se suscitan en la
presente queja de amparo conviene delimitar ante todo el objeto de este
~ constitucional. La demanda se dirige contra la sentencia de 9 de
Junio de 1987 y los Autos de 21 de nOviembre del mismo año y de 25
de febrero de 1988, resoluciones todas ellas de la antigua Sala Quinta del
Tribunal Supremo a las que. el recUITente reprocha la vulneración
del arto 24.1 de la Constitución por un doble motivo: Primero, por no
habérsele tenido por personado y parte en la apelación a pesar de haber
comparecido en tiempo y forma ante la Sala Tercera del Tribunal
Supremo, tal y como fue emplazado por ta sala de instancia, y ~ndo,
por no haber sido oído en la aJ?elación sobre la falta de jurisdiCCIón del
orden contencioso-administranvo declarada por el Tribunal SuP.,relllo;
subsidiariamente; el recurrente' estima vulnerado también el
citado arto 24 por no ha~rsele.indicado el orden jurisdiccional que es
competente para conocer de su pretensión de amparo judicial. De forma

. coherente con este planteamiento, en la petitum del recurso nos pide.
además de la anulación de las mencionadas resoluciones judiciales, la
reposición de las actuaciones 'al momento posterior a la presentación de
su escrito de personación ante el Tribunal Supremo y, subsidiariamente
la reposición de las actuaciones al momento Inmediatamente anterior a
dictarse Sentencia para que se Te$uelva sobre la pretensión deducida ante
la jurisdicción contencioso-administrativa o, en el caso de estimarse ésta
iQcompetente, se indique el orden jurisdiccional competente.

En consecuencia, como advierte el ·Ministerio Fiscal, las únicas
denuncias de violación de preceptos constitucionales residenciadas en
amparo bnn sido las relativas al derecho a la tutela judicial efectiva; la
supuesta vulneración del BIt. 23 de la Constitución, imputada a la
n.tiva de información' solicitada al Gobierno Vasco, aunque fue
objeto de la pretensión del recurrente ante la jurisdicción contencioso.:.
administrativa, no ha sido denunciada directa ni indirectamente por la
demanda de amparo.

2. Resulta efectivamente acreditado que el recurrente se personó
ante la Sala Ten:era de! Tribunal Supremo siguiendo las indicaCIones de
emplazamiento realizadas J?Or la Audiencia, así como que, por causas no
imputables al actor, la ant;.sua Sala Quinta del Tribunal Supremo, que
fue la que conoció de la apelación, nole tuvo por personado como parte
apelada. No hay duda, pues, de que existió un error de tramitación del
escrito de personación. Pero tal error no basta.por sfsólo para estimar
la Queja de amParo, ya que, como reiteradamente ha señalado este
Tribunal, no toda infracción procesal implica de manera automática una
lesión del derecho a obtener la tutela judicial sin indefensión, sino que
la indefensión derivada del error o de la inegularidad procesal debe
haberse producido de fonna efectiva (SSTC 10211987 y 35/1989, entre
otru). . ' ..

En el presente caso tal· indefensión no ha tenido 1_. Este Tribunal
Constitucional ha declarado ya -y así lo recuerda el Tribunal Supremo
en el Auto aquí impu¡nado de 21 de noviembre de 1987, que en el
proceso de amparo judicial ~do por la Ley 62/1978, «el único
momento- para realizar la oposiCIón al escrito razonado de apelación es
al comparecer ante el Tribunal ad quem penonándose en a1Uda, sin
poder confiar... en la 'apertura de un trámite de instrucción o de traslado
específico y expreso que abriese la posibilidad de alegar. porque no está
establecido directamente en el... BIt. 9lo. de la citada Ley (STC
109/1985, fundamento jurídico 4.°). Por ello, una vez comprobado ,\ue
el apelado hoy recurrente en amparo no (onnuló alegaciones en el escnto
de personación, es claro ,que elextravio de dicho escrito y el subsiguiente
defecto de no tenerle por ~nado ante ia -Sala que conoció de la
apelación no han causado indefensión al¡una al solicitante de amparo,
pues las actuaciones procesales posteriores a esa penonación, y anterio-­
res a la Sentencia que revocó la dictada en la instancia, han sido meros
actos de trámite sin relevancia'!!Juna para' la inteBrldad del derecho a
la tutela judicial del recurrente. Tiene, pues, razón el Tribunal Supremo
cuando en el citado Auto declara que no ha habido indefensión
prohibida por el BIt. 24 de la Constitución, ya 9ue si laJesión invocada
se ha debido a la inactividad o a la faltA de dilisencia procesal exigible
al lesionado, la indefensión que se combate es irrelevante desde el
ánsulo del citado precepto constitucional, pues «al causante de ella -se
afirma con toda corrccclónen la resoluciónjudicia1 desestímatoria de la·
nulidad de actuaciones pedida por quien hoy se alza en amparo
constitucional- les es imputable su presencia no pudiendo a la vez
reunir la doble condición de autor y perjudicado».

3. El razonamiento anterior es asimismo aplicable por entero a la
alesación central del recurrente de que, en todo caso, la sentencia
recurrida que declaraba la falta de junsdicción del orden contencioso­
administrativo para conocer del asunto planteado ante el mismo debió
estar precedida de una preceptiva audiencia de las partes sobre dicho
extremo, trámite que en el caso de autos no se produjo al haberse tenido
por no personado a1- apelado hoy recurrente en amparo. El. art. 9.6
L.O.PJ., invocado por el recurrente en defensa de su pretensión de
amparo _establece en efecto la obligación de oír a las partes y al
Ministerio Fiscal antes de resolver sobre la falta de jurisdicción. La
simple lectura de este precepto -y del correlativo arto 5.2 LJ.C.A.-

pone en evidencia que la prece~va audiencia de las partes ha de tener
lugar cuando la falta de jurisdicción se plantea de oficio por el órpno
judicial (o, en su caso, a instancia de~ en un momento proCesal
posterior a las alegaciones, si ello es posible), pero no cuando- aqUéllas
han tenido ocasión en sus alegaciones J?rincipales de pronunciarse al
respecto por haberse suscitado la cuestIón con carácter l?fl:Yio. Esto
último es lo que sucede en el presente caso. La falta de junsdicción de
los Tribunales contenciosos fue invocada por el Gobierno Vasco como
demandado en la instancia y reiterada como motivo principal de su
recurso de apelación ante el Tribunal Supremo. Ello significa que el
recurrente en amparo debió defender la sentencia·de la antigua Audien­
cia Territorial de Bilbao, que declaró la eompetencia de la jusrisdicción
contencioso--administrativa para conocer del asunto, y debió combatir
con las oportunas alegaciones el recurso de apelación presentado por el
Gobierno Vasco. Mas, como ya se ha dicho, el apelado nada alegó sobre
este extremo ni sobre nin8Ún otro, y no lo hizo por causas sólo
imputables al mismo, sin -Que la Ley le confiriera, como erróneamente
pretende, un nuevo y autónomo trámite de'audiencia para exponer su
posición sobre el problema· de la falta de jurisdicción suscitado por la
parte apelante. . .

4. Queda, pues, por ¡u:onunciarse sobre la' invocada lesión de su
derecho a la tutela judicial efectiva que el recurrente reproeha a la
Sentencia del Tribunal Supremo por carecer ésta de unare~ sobre
el fondo de la cuestión planteada al apreciar la falta de jurisdicción y,
eo todo caso, al no haber indicado el orden jurisdiccional competente
para resolver su pretenSión. ~, .-.

Este último reproche es inconsistente y se mueve en un plano de
razonamiento puramente fonnal. Es cierto que los preceptos leples
aplicables (BIt. 9.6 L.O.PJ. y art. 5.3 U.C.A.) oblipn al órpno
judicial que aprecia su falta de jurisdicción a que índique el orden
Jurisdiccional que se estima competente entre los que integran el Poder
Judicial, esto es,aJauno de los que e! propio art.9 L.O.PJ. menciona
en sus apartados anteriores como integrantes de la jurisdic:ción ordina­
ria Pero no lo es menos que e! Tribunal·Supremo no pudo hacer tal
indicación en el presente. C$SO, y así lo hizo constar expresamente en. ,el
fundamento jurídico tercero de su Sentencia, ya que-basó su decisión en
la imposibilidad de fiscalizar el acto o lo. actos frente n los que se dirisia
el recurso contencioso-administrativo. La decisión de inadmisi6n no se
fundamentó en que la CUestión debatida correspondiera a otro órsano o
a otro orden jurisdiccional. sino pura _)' simplemente en que no era
judicialtnente fiJealizable porque entraba «en el campo de los actos de
gobierno o políticos -sujetos a control parlanientario». Dicho de otra
manera, dificiJmente podía el Tribunal· Supremo 'señaIar el orden
jurisdiccional competente para el control de la actiVidad o de la omisión
lDlPUgnada cuando lo que t1lZOnaba era su exención de controljudieia1.
Este becho incorpora una diferencia sustantiva en"" e! presente caso y
aquellos en que este Tnbunal ha considerado que inliinle el BIt. 24 de
la Constitución la simple declaración de falta de;'urisdicción Sin indicar
e! orden competente ratio"" materlae (STC 43 1984). .

5. El anterior razonamiento guarda estreeha relación con la: res.
puesta que haya de darse al último motivo de queja que el recurrente nos
presenta, consistente en la falta de tutelajudiaal por no haberse resuelto
por el Tribunal Snpremo el fondo de la cuestión planteada, con base en
una, a su juicio, improcedente declaración de falta de jurisdicción para
enjuiciar actos de ,obiemo o poUticos, ya que la preleDSlón deducida por
el recurrente conSlstía en el restablecimiento de un derecho constitucio-­
081 lesioflado -el del art. 23 de la Constitución- lo que hubiera
permitido, en su caso, al Alto Tribunal desestimar la demanda, pero no
declarar la incompetencia de la jurisdicción conte"ncioso-administrativa,
dejando imJlfO.iU7¡ado el fondo del asunto. .

Según reIterada doctrina de este Tribunal, la falta de respuesta a una
cuestión sometida a· los órpnos' judiciales no supone nesación del
derecho a la tutela judicial efectiva cuando aquella nesativa esté
motivada de manera razonable· en la inexistencia de alguno' de los
requisitos legalmente qdos para la actuación de los órpnos judicia.
les, tal·y como}lO desprende del arto 117.3 de la Constitución
(STC 62/1989, entre otru). Lajustificación dada en este caso para no
resolver el fondo de la cuestión planteada es precisamente la ausencia.de
uno de los requisitos blisicoa de actuación del ó~o judicial cual es e! de
su propia jurisdicción. Ello nos oblip a indagar SI la motivación en que se
apoya la inadmisión del recurso contencioso--administrativo por tillta de
jurisdicción resulta o no ajustada a las exigencias del art. 24 de la
Constitución. e

El núcleo de la argumentación de la Sentencia impugnada se contiene
en el fundamento jurídico tercero, que, dada su claridad, conviene ahom
recordar en sus puros términos:

«En cuanlo al examen de la naturaleza del acto de
contestación por el Gobierno, hay que afirmar que la cuestión
no es materialmente administrativa pues entre las variadas
funciones que el arto 103.1, -en relación con el 97 de la
Constitución Española, corTCSPOnde a la Administración, en
su misión servicial de intereses públicos, no es incardinable
dicho acto y_así lo entiende también el propio constituyente al
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regular. las Peticiones de ínformación en el arto 109. Si
analizamos los actos que se han producido a lo largo del
proceso que ha dado lugar a la demanda· podemos distinguir
los siguientes: En primer lugar, una iniciativa individual de un
Diputado Que se ha tramitado por la Cámara a través de la
Mesa y la Presidencia, por lo cual dicho acto es de naturaleza
parlamentaria, pues no entra dentro de lo que son actos
ordinarios de gestión o administración de la Cámara. En
segundo lugar, existe un acto, en este caso del Parlamento. por
el que se da traslado al Gobierno de la iniciativa del
Parlamentario que por su naturaleza parlamentaria no es
susceptible, en el caso que fuere desatendido por el Gobierno.
de recurso contencioso. En tercer lugar, está el acto de
contestación del Gobierno a la Cámara a través del Presidente
de ésta; este acto que no es parlamentario participa sin
embargo de naturaleza política por ser de relación instituci~
nal y está igualmente sustraído a la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa. Si por motivo de este último· acto surgiere
conflicto entre ambas instituciones (Gobierno y Parlamento)
no sería de aplicación el Derecho administrativo, sino el
Derecho constitucional y parlamentario. Nos moveríamos,
por tanto, en el campo de los actos de gobierno o políticos
sujetos a control parlamentario, por lo que al no estimarse la
eXistencia de un acto de la Administración Pública sujeta al
Derecho administrativo, no corresponde a esta Jurisdicción
Contencioso-Administrativa conocer de las pretensiones
deducidas, no señalándose, de acuerdo· con lo establecido en
el arto 5 de la Ley de la Jurisdicción, el órgano que se
considera competente por la afirmación hecha anteriormente,
por lo que, de conformidad con lo establecido en el arto 82 a)
de la Ley de la Jurisdicción, declaramos la inadmisibilidad pOr
falta de jurisdicción.»

El Tribunal Supremo ha entendido, por tanto, que el acto sometido
a su control -contestación del Gobierno Vasco a una solicitud de
información parlamentaria-·no es un acto de la Administración Pública
sujeto al Derecho administrativo, sino que es un aeta de relación
institucional ·del Gobierno Vasco con la Cámara legislativa vasca,
sustraído al control del orden jurisdiccional contencioso-administrativo.
Esta conclusión se alcanza después de analizar el marco parlamentario
en que dicho acto se produce y de comprobar que la rel.ción entre el
recurrente y el Gobierno Vasco no constituye una relación entre
ciudadano y Administración. Así centrada Ja cuestión, la decisión
adoptada por el Tribunal Supremo es razonable y conforme con el
derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente.

No hay duda, en efecto, de que la relación en cuyo seno se produjo
el acto impugnado escapa de las que son objeto de control por la
jurisdicción contencioso·administrativa (arts. 9.5 L.O.P.J. y 1.1
L.J.c.A.). Ello es así poT9ue, como se razona en la Selltencia aquí
impugnada, el aeta recumdo consistía en una respuesta dada por el
Gobierno Vasco a una solicitud de información realizada por el
Presidente del Parlamento Vasco, a instancia de un Diputádo en el
ejercicio de sus funciones, con arreglo a lo dispuesto en el arto 12 del
Reglamento del Parlamento Vasco. Se trata, ,Pues! de un acto producido
en el seno de las relaciones políticas entre Ejecutivo y Legislativo, cuya
finalidad primordial es el ejercicio del control, entendido en sentido
amplio, del primero por el segundo.

Este Tribunal ha señalado recientemente que «no toda actuación del
Gobierno, cuyas funciones se enuncian en el arto 97 del Texto constitu·
cional, está sujeta al Derecho administrativo. Es indudable, por ejemplo,
que no lo está, en general, la que se refiere a las relacioftes con otros
órganos constitucionales, como son los actos que regula el Título V de
la Constitución» (STC 45/1990, fundamento jUJidico 2.°). Quiere decirse
con eHo que en tales casos el Gobierno actúa como órgano politico y no
como órgano de la Administración, no ejerce potestades administrativas
ni dieta actos de esta naturaleza y, por lo mismo, su actuación no puede
calificarse . como «administrativa» cuyo control corresponda ex
arts. 106.1 de la Constitución y 8 L.O.P.J. a los Tribunales de justicia.
Estas ideas, formuladas en ténninos generales respecto de las relaciones·
entre Gobierno y Cortes, son también aplicables a las relaciones entre los
Ejecutivos autonómicos y las correspondientes Asambleas Legislativas,
por lo que la justificación dada por el Tribunal Supremo para entender
que no existía sujeción al Derecho administrativo del acto impugnado
es plenamente razonable y ajustada a la Constitución. La solución
~on~rari.a podría desnaturalizar el juego democrático entre aquellas
InstItUCIOnes.

No, es obstáculo a esta tesis el que por el Diputado recurrente se
denunciara ante los Tribunales una lesión de derechos fundamentales,

utilizando al efecto la VÍa preferente "t sumaria del procedimiento,
contencioso-administrativo especial r~ado en la Sección Segunda de
la Ley 62/1978, de Protección JUJis,!Iccionai de los Derechos Funda­
mentales de la Persona, de 26 de diciembre. En efecto, aunque la citada
Ley configure garantías procesales especiales en defensa del ejercicio de
los derechos fundamentales y tenga por ello limitado su objeto al
cumplimiento de dicha finalidad, es eVIdente que su aplicación requiere
como condición inexcusable que ·Ia lesión de derechos fundamentales
que el actor inVOQue se haya producido por un acto que rationemateriae
pueda se conocido y enjuiciado por la correspondiente jurisdicción, en
este caso por la del orden contencioso-administrativo. Así Jo ordena, por
lo demás, en inequívocos términos el arto 6.1 de la propia Ley 62/1978
cuando reserva la garantía jurisdiccional contencioso.a.dministrativa que
esta Ley articula a las lesjones de derechos fundamentales que tengan su
origen, no en cualesquiera actos del Poder Ejecutivo, sino precisamente
-eonfonne a la cláusula general de competencia de este orden jurisdic­
cional-· en «actos de la Administración- Pública sujetos al Derecho
administrativo».

6. La conclusión alcanzada, que conduce a la denegación del
amparo que se nos pide, no significa, sin embargo, que actividades como
la que acabamos de examinar, que se sitúan fuera del control conten­
cioso-administrativo por ser ajenas al ámbito de aplicación del Derecho
administrativo, estén exentas de sujeción al Derecho y de todo control
jurisdiccional. Tales actos producidos en el seno de las citadas relaciones
entre Gobierno y Parlamento agotan por lo general sus efectos en el
C8ml?o estrictamente parlamentario, dando lugar, en su caso, al funcio­
namiento de instrumentos de control político. Se trata, pues, de
actuaciones que tienen su marco de desenvolvimiento institucional en
el terreno parlamentario. A los miembros de los órganos legislativos, y
a estas instituciones en su coniunto, corresponde la tarea de dar vida a
esas relaciones entre ejecutivo y legislativo, agotando para ello los
instrumentos que el ord~namiento parlamentario les ofrece al establecer
el régimen jurídico de esas relaciones.

Ahora bien, ello no excluYe que, excepcionalmente, en el desarrollo
de esas relaciones institucionales se pueda ver comprometido el ejercicio
de los derechos fun~mentales que a los representantes elegidos dem~
cráticamente les reconoce eJ art. 23 de la Constitución (STC 181/1989,
fundamento jurídico 4.°) y se puedan efectivamente lesionar esos
derechos, bien por el Ejecutivo~' .bien por los propios órganos de las
Cámaras a través de los cuales se articulan las peticiones de información
de los parlamenlarios y otras actividades similares o cercanas. Así lo ha
señalado este Tribunal en reiteradas resoluciones; "entre .las que cabe
recordar ahora la STC 161/1988, que anuló un acuerdo de la Mesa de..
las Corte> de Castilla-La Mancha por negarse a tramitar una petición de
información instada por parlamentarios autonómicos, negativa contra·
ria al 3rt. 23 de la Constitución.

A este Tribunal no le corresponde el control de cualesquiera
alteraciones o irregularidades que se produzcan, dentro del ámbito
parlamentario, en las relaciones poUticas o institucionales entre legisla­
tivo y Ejecutivo, pero sí le compete ciertamente el conocimiento y, en
su caso, la reparación de las lesiones de derechos fundamentales que
excepcionalmente tengan lusar en dicho campo. Sin embargo, como ya
se ha dicho, en el caso que ahora resolvemos el recurrente no ha
invocado ni alegado nada en relación con la lesión de· derechos
am).'W'ados por ~l art. 23 de la Constitución, pues su queja se ha dirigido
exdusiv~mente contra la Sentencia y los Autos del Tribunal Supremo
por violación del derecho a obtener una tutela judicial efectiva sin
mdefensi6n, lo que impide a este Tribunal hacer pronunciamiento
alguno al respecto.

FALW

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
EsPAÑOLA, -

Ha decidido

Desestimar el recuno de amparo promovido por don Francisco
Javier Olaverri Zazpe.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintinueve de noviembre de mil novecientos
noveIlta.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral.-JesÚs 1..eguina Villa.-Luis López Guerra.-Vicente Gimeno
Sendra.-Firmado y rubricado.


